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I.- INTRODUCCIÓN


A la hora de acometer la elaboración de este breve trabajo, sobre tan amplio tema como son los procesos de ejecución en la Ley 1/2.000, 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, cuyo tratamiento en profundidad requeriría sin duda mucho más tiempo y espacio de los que voy a emplear aquí, y frente a la posibilidad de realizar un análisis general y por tanto necesariamente superficial de tan vasto campo de estudio, me he decidido por intentar llevar a cabo un examen de mayor calado jurídico de cuestiones puntuales que afectan de modo fundamental a la actividad diaria de las compañías aseguradoras en materia de circulación; objetivo éste que se refleja ya de modo claro en el propio título elegido para encabezar el presente.


De este modo, realizaremos un estudio de varias problemáticas que vienen ya surgiendo en relación con cuatro materias concretas incluidas en la regulación de los títulos ejecutivos de nuestra nueva Norma General Procesal Civil: la ejecución provisional de las resoluciones judiciales, el sistema de recursos y consignación establecido, la posible enervación de los intereses del artículo 20 de la Ley de Contrato de Seguro y la ejecución de los Autos de Cuantía Máxima.

II.- EJECUCIÓN PROVISIONAL DE RESOLUCIONES JUDICIALES


Antes de nada, y a efectos meramente introductorios, me gustaría recalcar que en la redacción inicial del Anteproyecto de la L.E.C. 1/2.000, un ejemplar del cual pudimos examinar todos en su día, no existía mención alguna a la "ejecución provisional", siendo en la ponencia de la Comisión de Justicia cuando se introdujo tan importante y desafortunada novedad; y digo "desafortunada", y digo bien, entre otras por dos razones que estimo de particular importancia y paso a exponer a continuación:

1ª.) El establecimiento de este régimen de ejecución provisional esconde en realidad la incapacidad de nuestra Administración de Justicia para instituir y, sobre todo, cumplir con cauces procedimentales que permitan una pronta satisfacción de los derechos de los justiciables.

Pues bien, partiendo el legislador de tan vergonzoso reconocimiento implícito de ineptitud pasada y futura, establece un sistema para otorgar una rápida satisfacción a quien ha recibido ya un primer pronunciamiento favorable (no olvidemos que seis de cada diez resoluciones de nuestras audiencias provinciales confirman íntegramente el fallo dictado en primera instancia, haciendo bueno el principio que, mitad en serio mitad en broma, sostienen en privado algunos de nuestros insignes magistrados según el cual "confirmar este obispos y revocar de albañiles").

Con el citado fin de "acelerar el funcionamiento de la máquina judicial", el legislador no duda en pasar por alto principios de garantía procesal y seguridad jurídica cuya conquista ha sido labor de siglos, dando lugar a situaciones de efectos tan funestos como las que referiré más adelante.

2ª.) Se asume como normal el riesgo de que quien ha sufrido cómo se ejecuta contra sí una sentencia provisionalmente, haya de verse después en la tesitura de intentar recuperar lo entregado si la sentencia termina por ser revocada.

De este modo, nos topamos con la incongruencia de que nuestros tribunales, en no pocas ocasiones, lejos de resolver posibles litigios preexistentes, generarán en muchos casos ex novo la aparición de nuevos créditos so pretexto de anticipar la satisfacción de supuestos derechos sustentados en una resolución aún no firme, y cuya inexistencia será finalmente declarada judicialmente.

A efectos de que nuestra crítica no pueda parecer excesivamente destructiva, e intentando como no aportar soluciones a la problemática que nos ocupa, me atrevo a sugerir a la administración actuante, amén de un esfuerzo real y no sólo formal por acortar los plazos de duración de los procedimientos judiciales, la constitución de un fondo por parte del Ministerio de Justicia que habría de nutrirse con los incuantificables intereses que se generan para el Estado por la permanencia durante días, a veces incluso meses o años, en las cuentas de consignación de los juzgados de cantidades depositadas por los litigantes en concepto de fianza o para su entrega a la contraparte. Tales intereses, que hasta la fecha vienen engrosando las arcas de la Administración de un modo completamente alegal, servirían para sufragar la entrega a cuenta al ejecutante provisional de las cantidades que en principio le corresponderían; de confirmarse posteriormente la sentencia en segunda instancia, la citada partida habría de ser reintegrada a la administración actuante, junto con los intereses generados en el ínterin, por el condenado al cumplimiento de la obligación; en caso contrario, es decir, de revocarse la resolución de instancia, sería la Administración de Justicia la que habría de encargarse del recobro al ejecutante provisional del citado importe, y quien, en su caso, asumiría - como autora de la resolución que finalmente ha resultado no ser ajustada a derecho - las consecuencias de una posible insolvencia sobrevenida del beneficiario de la ejecución provisional de la misma.

Dado el enorme volumen de los intereses que de facto, nunca de derecho, viene percibiendo la Administración de Justicia por el cauce referido, considero que, incluso constituyéndose el fondo sugerido, seguiría aquella aún obteniendo pingües beneficios.

El tema de los efectos de una posible insolvencia sobrevenida del beneficiario de la ejecución provisional es de particular interés para las compañías de seguros, quienes de hecho, como demostraré más tarde, estaban ya en mente del legislador como posibles ejecutados provisionales; punto de partida este absolutamente injusto y carente de justificación alguna, pues si existe algún deudor con auténticas garantías de cumplir en el futuro una hipotética obligación de pago, éstas son las aseguradoras, tanto por los especialmente exigentes requisitos y cauciones requeridos para su constitución, como por la posible intervención, en su caso, del Consorcio de Compensación de Seguros. Para indemnizar al perjudicado por las consecuencias de un posible retraso de aquéllas en el pago de lo debido desde la fecha del siniestro, se estableció ya en su día la obligación de abonar los particularmente gravosos intereses de demora recogidos en el artículo 20 de la L.C.S., objeto de posterior y más detenido estudio.

* Plazo para solicitar la Ejecución Provisional

El artículo 527 de la Ley de Enjuiciamiento Civil señala que dicha ejecución puede reclamarse desde que se notifica al apelado la providencia que tiene por preparado el recurso de apelación, hasta que recaiga sentencia en la apelación.

En relación con dicho precepto, considero de particular interés examinar una cuestión cuanto menos curiosa, y es la siguiente: obviamente, parece que la razón del legislador para no permitir la solicitud de ejecución provisional sino hasta que se haya preparado de contrario recurso de apelación, es precisamente que dicha institución cautelar está pensada sólo para aquellos supuestos en que, por haberse interpuesto un recurso contra la sentencia de instancia, sea previsible un importante retraso en la satisfacción del derecho del ejecutante. Ahora bien, el conocimiento por parte del posible ejecutante provisional de la interposición del recurso por la contraparte se anticipa en la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil al momento del traslado al mismo de copia de dicho escrito, novedad ésta recogida en el artículo 276 de dicha Norma Legal. Difícilmente puede entenderse, cuando lo único que se persigue con la ejecución provisional de la sentencia de instancia es una mayor celeridad en la citada satisfacción del derecho de la parte, renunciando incluso con ello a alguna de las más sagradas garantías procesales, que no se adelante tal posibilidad al momento real de conocimiento de la apelación por parte del apelado en razón del novedoso traslado de copias, y que haya que esperar a la notificación a éste de la providencia que tiene por preparado el recurso; máxime cuando para el término final del plazo antes referido no se espera sin embargo a la notificación a la parte de la sentencia dictada en segunda instancia, sino que se fija en la fecha en que haya recaído dicha sentencia.

Por otro lado, si tan siquiera se otorga tal efecto al acto del traslado de copias, y dado que el mismo no supone en sí ninguna ventaja procesal para el receptor de aquéllas, el cual habrá de esperar en cualquier caso a que se interponga propiamente el recurso para conocer su contenido y, en su caso, volver a actuar en el procedimiento; difícilmente se concibe qué utilidad pueda tener dicho acto y, por tanto, la justificación de su implantación en nuestra Ley General Procesal Civil.

* Oposición a la Ejecución Provisional

En esta materia, voy a detenerme sólo a comentar una cuestión relativa al contenido del apartado Tercero del artículo 528 de la L.E.C., sin duda el precepto que afecta en mayor medida a las aseguradoras puesto que va referido a aquellos supuestos en que la sentencia no firme fuese de "condena dineraria". Pues bien, el contenido de dicho apartado, debidamente analizado, vuelve a reflejar bien a las claras que el legislador, al tiempo de elaborar dicha norma, estaba pensando sin duda en una entidad de seguros como "víctima" de una posible ejecución provisional; no siendo así, cómo puede explicarse que para oponerse a la ejecución - mejor dicho, "a actuaciones concretas de la ejecución" - se exija por un lado que el ejecutado acredite que las actuaciones a realizar le causarían una situación absolutamente imposible de restaurar o de compensar económicamente mediante el resarcimiento de daños y perjuicios; y, por otro lado, éste haya de prestar también caución suficiente. 

Cuando hablamos de una condena dineraria es difícil pensar en otra razón que pueda impedir el resarcimiento posterior - vía pago de intereses - de los perjuicios causados por la ejecución provisional, que no sea la mala situación económica del mismo; y, siendo así, qué sentido tiene que se exija al ejecutado, simultáneamente a acreditar su estado de quasi insolvencia, la prestación de una caución o aval, obligación esta última para cuyo cumplimiento se encuentra, en razón de su situación económica, imposibilitada de hecho. La explicación de tal sofisma no es otra que el hecho de que la primera prevención - acreditación de difícil situación económica - no es en realidad sino un modo de mostrar el legislador un supuesto respeto por los derechos del ejecutado aún no condenado por sentencia firme, cuando en realidad se está pensando en una entidad aseguradora, la cual no tendría mayor dificultad, si quiere evitar la ejecución provisional, en prestar caución suficiente, único requisito en verdad determinante para ello. (Estadísticamente, son muy pocas las ocasiones en que las aseguradoras podrían tener la condición de "ejecutantes" de una sentencia en materia de accidentes de circulación: condena en costas, subrogación en un derecho de crédito del asegurado, etc..).

Por contra, y en razón de su natural posición debe ejecutada provisional, las aseguradoras se ven obligadas a soportar dicha ejecución cautelar cuando, en muchos casos, la posible solvencia futura del ejecutante para restituir lo percibido es más que dudosa. Baste pensar en un particular insolvente que percibe provisionalmente una indemnización que empleará en sufragar una intervención quirúrgica para curarse las lesiones sufridas en un accidente de tráfico; ¿cómo podrá la aseguradora posteriormente recuperar el importe en cuestión si finalmente no resulta declarada judicialmente su responsabilidad en el siniestro: extrayendo una prótesis, descosiendo una herida...?.

Esta tendencia del legislador, absolutamente irrespetuosa con los derechos y garantías que en principio amparan a las aseguradoras como a cualquier otro administrado, se inició ya con la promulgación del archiconocido apartado 8 de artículo 785 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que establece el derecho de los perjudicados en un accidente de tráfico a reclamar una pensión provisional de las entidades de seguros, cuyo pago no se suspende siquiera por la interposición de recurso alguno, para atender a las necesidades de las víctimas y personas a su cargo antes de que exista pronunciamiento alguno acerca de la posible responsabilidad de la aseguradora en cuestión en relación con tales daños; precepto del que además nuestros jueces, proclives siempre a desarrollar su vena filantrópica con cargo a caudales ajenos, vienen realizando una amplísima interpretación, llegando en ocasiones a conceder tales pensiones en atención "a la difícil situación económica del accidentado y su familia" o "a su estado de desempleo", sin cerciorarse siquiera sobre si dichas circunstancias tienen o no alguna relación con el accidente de circulación acaecido, respecto del cual además, no lo olvidemos, no existiría todavía pronunciamiento judicial alguno en relación con la posible responsabilidad de la aseguradora que se ve obligada a satisfacer dicha pensión.

Considero fundamental en relación con la referida actuación judicial, exigir la justificación de la relación de causalidad entre el siniestro y los problemas económicos que venga atravesando el perjudicado, así como que, no teniendo efectos suspensivos el recurso que pudiera plantearse contra la citada resolución judicial, cuanto menos se dé inmediato traslado a la aseguradora de la previa solicitud de concesión de pensión por parte del accidentado, y ello a fin de poder siquiera alegar cuanto al derecho de aquélla conviniera. Igualmente, y por la naturaleza de su contenido, es exigible que la resolución judicial de concesión de pensión provisional adopte la forma de "auto", y no de "providencia", práctica ésta que por desgracia, viene siendo habitual en nuestros tribunales.

III.- SISTEMA DE RECURSOS Y CONSIGNACIÓN


En la presente cuestión, nuestra Ley de Enjuiciamiento Civil vuelve a consagrar una injustificable diferenciación entre los condenados por sentencia no firme en materia de daños y perjuicios derivados de la circulación de vehículos a motor y otros condenados en idénticas circunstancias en litigios de distinto objeto.


Así, el artículo 449 de dicho Texto Legal establece en su apartado Tercero que no se admitirá recurso alguno en esta materia si el condenado a pagar la indemnización no acreditase haber constituido depósito del importe de la condena más los intereses y recargos(1). En esta ocasión, la administración tiene al menos una mínima consideración con las aseguradoras al no fijar la obligación de las mismas de consignar también las costas a cuyo pago hubiese sido, en su caso, condenada por la sentencia de instancia; rasgo de generosidad digno sin duda de mejor causa por cuanto se ejecuta mayormente a expensas de los honorarios de los profesionales del derecho.


En relación con el citado precepto, vamos a continuación a detenernos en el examen de dos cuestiones puntuales:

a) Es tal la natural inclinación a la incautación por parte de la Administración de Justicia cuando de las aseguradoras se trata, que el legislador no ha considerado conveniente resolver siquiera las consecuencias de uno de los supuestos que con más frecuencia podemos encontrarnos en la práctica procesal diaria, cual es que el perjudicado en el accidente inste la ejecución provisional de la resolución de instancia y, paralelamente, la aseguradora condenada en principio al pago interponga recurso contra aquélla; es decir, dado que la prestación de la consignación para recurrir por parte de la entidad aseguradora no es óbice para que pueda instarse también por el perjudicado la ejecución provisional de la sentencia no firme, nos encontramos con que la aseguradora de turno habría de tolerar en principio los efectos de ambas prevenciones legales, es decir, tras prestar en su caso consignación para recurrir, vería igualmente como posteriormente se ejecuta provisionalmente contra la misma la resolución de condena al pago de dinerario. 

La lógica más elemental, y así se ha pronunciado ya nuestra mejor y más reciente doctrina (Flors Matíes), invita a pensar que tras ejecutarse provisionalmente la resolución no firme, la aseguradora apelante podría solicitar la cancelación del depósito o restitución del aval prestado, pero, incluso así, nadie le restituiría de los perjuicios ocasionados hasta entonces por tan absurda doble actuación preventiva. Quizá el legislador haya supuesto que no recogiendo expresamente la solución a tan frecuente dilema, más de una aseguradora, como de hecho viene ocurriendo, dejaría en vigor el depósito constituido hasta el dictado de sentencia firme, no obstante la previa ejecución provisional de la resolución de instancia, con los beneficios en forma de intereses que ello generaría para las arcas del Estado, por cuanto el perjudicado - ya satisfecho en su día en razón del instituto de la ejecución provisional - jamás llegaría a solicitar la entrega de cantidad alguna con cargo a dicho depósito.

En cualquier caso, huelga aclarar que estimo fundamental que, una vez la sentencia llegue a ejecutarse provisionalmente, la representación procesal de la aseguradora solicite la inmediata cancelación del depósito constituido previamente a efectos de recurso.

b) No satisfecho aún el legislador con la anterior discriminación que arbitrariamente establece respecto de las aseguradoras en materia de tráfico que pretendan recurrir una sentencia no firme, obligándolas a la preceptiva consignación; y en el colmo del despropósito, nuestra novedosa regulación extiende también tal diferenciación negativa a los propios asegurados implicados en este tipo de siniestros, puesto que también para ellos establece la obligación de consignar previamente al recurso (si difícilmente justificable era ya la exigencia de tal requisito previo a las entidades aseguradoras en materia de tráfico, qué decir de la aplicación de dicha medida a los particulares o asegurados, quienes, sin razón alguna, reciben un tratamiento absolutamente dispar al dispensado a cualquier otro justiciable en el resto de las materias sometidas a la consideración de nuestros tribunales).

El legislador pretende de este modo evitar una posible actuación fraudulenta de las compañías de seguro, quienes podrían en principio persuadir al asegurado de que apelase la sentencia él en lugar de la compañía y evitar así la obligatoriedad de la consignación previa. En resumen, la Ley de Enjuiciamiento Civil, a riesgo incluso de "colocar el parche antes de que aparezca la herida", y partiendo siempre de la particular visión que el legislador tiene de las entidades de seguro que operan en el campo de la circulación de vehículos a motor y que impregna toda la regulación de la materia que nos ocupa, opta por mutilar el irrenunciable derecho de los particulares implicados en un accidente de circulación de recabar el auxilio de los tribunales hasta la firmeza de resolución judicial. Dicha aseveración acerca de la real intención del legislador no nace de una malévola suposición de quien suscribe, sino que se recoge de modo expreso en los diarios de sesiones de las sucesivas comisiones legislativas que intervinieron en la elaboración de que dicha Norma.

IV.- ENERVACIÓN DE INTERESES MORATORIOS DEL ART. 20 L.C.S.


Una de las cuestiones que mayores desacuerdos viene generando en doctrina y jurisprudencia en materia de tráfico desde que entró en vigor la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil es la de si la consignación por parte de la aseguradora para enervar los intereses moratorios del artículo 20 de la Ley de Contrato de Seguro ha de venir o no acompañada del ofrecimiento al perjudicado de la cantidad consignada para poder producir así dicho efecto enervatorio.


Buscando huir de las habituales enumeraciones de resoluciones judiciales que se pronuncien sobre la presente cuestión en un sentido u otro, siempre tan fatigosas, máxime cuando la jurisprudencia ha sido tan voluble y prolija como en el supuesto que nos ocupa; y a fin de alcanzar una perfecta comprensión de esta materia, procedemos a continuación a analizar en primer lugar el tenor literal de las dos disposiciones o preceptos legales que regulan la misma:

a) La Disposición Adicional Primera de la Ley de Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor ("Mora del Asegurador") ofrece dos opciones a la entidad aseguradora para evitar la imposición de intereses por mora cuando dice que no se impondrán intereses por mora cuando las indemnizaciones fuesen satisfechas o consignadas judicialmente dentro de los tres meses siguientes a la fecha de producción del siniestro; es decir, junto al pago, se ofrece a la aseguradora la vía de realizar una mera consignación judicial del dinero para evitar el devengo de intereses por mora, sin que para ello se exija expresamente ofrecimiento alguno al perjudicado.

b) Por su parte, el art. 20, 3º. de la L.C.S. establece que se entenderá que el asegurador incurre en mora cuando no hubiere cumplido su prestación en el plazo de tres meses desde la producción del siniestro o no hubiere procedido al pago del importe mínimo de lo que pueda deber dentro de los cuarenta días a partir de la recepción de la declaración del siniestro; como podemos apreciar, las dos expresiones utilizadas por este artículo implican que la aseguradora deberá satisfacer su prestación y, por tanto, el perjudicado habrá de percibir dicho importe.

Esa pequeña discordancia gramatical entre ambas disposiciones se supera a la luz del texto de la propia Disp. Adic. de la LRCSCVM, cuando dice en su párrafo primero que la indemnización de daños y perjuicios debidos por el asegurador se regirá por lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley de Contrato de Seguro, con las peculiaridades que a continuación resalta la disposición (...). Por tanto, se ofrecen a la aseguradora dos posibilidades para enervar los intereses moratorios del artículo 20 de la L.C.S.: el pago al perjudicado, o la consignación judicial de lo debido, sin que se diga expresamente si dicha consignación debe o no ir acompañada de ofrecimiento al perjudicado o implica un reconocimiento de responsabilidad en el siniestro por parte de la compañía de seguros.

Para resolver esta última disyuntiva, se vienen siguiendo en la actualidad tres corrientes básicas en doctrina y jurisprudencia:


1ª.) Deudora de la literalidad de la Disposición Adicional Primera de la LRCSCVM, esta primera interpretación no exige en ningún momento el ofrecimiento al perjudicado de lo consignado para impedir la aplicación de los intereses moratorios; según dicha tesis, la consignación derivada del artículo 20 de la Ley de Contrato de Seguro, a diferencia de la consignación regulada en los artículos 1.176 y siguientes del Código Civil(2), únicamente tiene por finalidad enervar el interés de demora de la aseguradora, no implicando el reconocimiento de la culpa del conductor del vehículo asegurado, ni consiguientemente conlleva que deba ofrecerse al presunto perjudicado (SAP de Madrid, Sec. 4ª., de 5 de noviembre de 1.999; Ponente: Sr. Benito López).

2ª.) Una segunda tesis (Ej.: SAP de Palma de Mallorca, Sec. 3ª., de 17 de marzo de 1.999; Ponente: Sr. Moragües Vidal) concluye la anterior polémica afirmando que no existe precepto legal alguno que imponga a la compañía de seguros la obligación de ofrecer al perjudicado el importe consignado, si bien éste puede solicitar, una vez conocida dicha consignación, la entrega de la cantidad sin que ello suponga reconocimiento de responsabilidad por parte de la aseguradora ni renuncia a la acción civil o penal por parte del perjudicado, sino que habrá de entenderse como una mera entrega a cuenta.


3ª.) Finalmente, una tercera tesis contempla la naturaleza de esta consignación sui generis desde la doble perspectiva de la aseguradora y el perjudicado, y la distinta finalidad que para ambos tiene. Para aquélla, es obvio que el interés en realizar dicha consignación radica en la posibilidad de paralizar el cómputo de los intereses de demora; ahora bien, para el perjudicado, el objetivo perseguido es mitigar los perjuicios que pudieran ocasionársele a causa del lapso de tiempo que pudiera transcurrir entre la fecha del siniestro y la del efectivo pago de las cantidades debidas, para cumplir lo cual es absolutamente imprescindible que este último pueda disponer de inmediato de la cantidad depositada, pues, de ser correcta la consignación, paralizaría el devengo de intereses para la compañía de seguros.

En mi humilde criterio, es ésta una disputa doctrinal que debe resolverse de modo favorable al perjudicado, pues el espíritu de la norma que es claramente evitar que aquél se vea perjudicado por un posible retraso de la aseguradora en el cumplimiento de su obligación; de no poder disponer el perjudicado de inmediato de la cantidad consignada, dicho objetivo se vería totalmente frustrado al quedar el dinero en poder de la Administración de Justicia, que sería en tal caso quien se beneficiaría con la percepción de los frutos del mismo hasta la definitiva entrega al perjudicado, frutos que, lógicamente, tampoco podría reclamar posteriormente de la aseguradora que hubiese realizado tal consignación en plazo y con carácter suficiente a juicio del juzgador actuante.

En resumen, de aceptarse la posibilidad de que la aseguradora en cuestión pudiera consignar el importe presuntamente debido a efectos de enervar los intereses moratorios del artículo 20 de la Ley del Contrato de Seguro sin realizar ofrecimiento de entrega alguno al perjudicado; resultaría que dicha actuación de la compañía de seguros, lejos de suponer beneficio alguno para el perjudicado, agravaría su condición de tal, pues se plantearía ante el mismo la peor de las opciones posibles en esta materia; me explico, si la aseguradora consignase la cantidad con ofrecimiento de entrega, el perjudicado, además de obtener el cobro de la indemnización de daños y perjuicios en un plazo breve, percibiría posteriormente de modo directo los frutos que dicho importe fuera generando en el futuro; si por contra, la aseguradora optase por no consignar cantidad alguna, quedando a resultas del procedimiento, el perjudicado percibiría la indemnización tras un plazo normalmente muy superior, pero, en compensación a ello, obtendría también el cobro de los intereses, especialmente gravosos, generados por tal montante económico desde la fecha del siniestro; finalmente, si como se ha planteado con anterioridad, la aseguradora consignase previamente y sin ofrecimiento alguno la cantidad que estimase debida, y el juzgador actuante otorgase a la misma efectos enervatorios, el perjudicado recibiría la cantidad en cuestión con un importante retraso  respecto de la fecha del siniestro, como ya ocurría en la posibilidad anterior, pero además los frutos generados desde la consignación por dicha suma no le sería entregados en esta ocasión, quedando en poder de la Administración de Justicia. Por tanto, se daría la inexplicable incongruencia de que la consignación por parte de la aseguradora, lejos de otorgar ventaja alguna al perjudicado, le supondría un grave perjuicio siéndole mucho más beneficioso desde el punto de vista económico que aquélla se abstuviese de consignar cantidad alguna hasta que hubiese recaído sentencia firme en el procedimiento.

Dicho esto, tema diferente sería el relativo a los problemas que pudiesen plantearse a la aseguradora que hubiese obtenido una resolución favorable a la hora de recobrar lo consignado y percibido por el perjudicado en caso de una insolvencia sobrevenida de éste, en relación con lo cual nos remitimos a consideraciones efectuadas con anterioridad al examinar la consignación como requisito para recurrir una resolución judicial. Ahora bien, la diferencia fundamental entre ambos casos radica en que la consignación del artículo 20 de la Ley de Contrato de Seguro no es sino una mera facultad que se ofrece a la aseguradora para enervar los intereses moratorios, pero cuyo no ejercicio no priva a la misma de garantía o derecho alguno; es más, si la aseguradora estima como probable una resolución final favorable a sus intereses debería en mi criterio no consignar cantidad alguna o consignar sólo la parte proporcional a la responsabilidad que entienda concurre en su asegurado, quedando a las resultas del procedimiento; en último caso, y de errar en sus predicciones, la compañía de seguros sólo habría de pagar los intereses devengados por la cantidad en cuestión desde la fecha del siniestro, obligación que aparece como lógica y apropiada(3).

En cualquier caso, y una vez expresada mi personal opinión en esta materia, es obvio que siempre queda a las aseguradoras la posibilidad de aferrarse, cuando ello sea posible, a la literalidad del texto de la Disposición Adicional Primera de la LRCSCVM, intentando impedir de este modo la entrega de lo consignado al perjudicado, en evitación de posibles problemas futuros en orden a un hipotético recobro de dicha suma.

V.- EJECUCIÓN DEL AUTO DE CUANTÍA MÁXIMA


Siguiendo el mismo criterio necesariamente selectivo empleado hasta ahora, vamos a indagar en varias de las más interesantes cuestiones suscitadas por la aparición de la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil en relación con el Auto ejecutivo del artículo 10 LRCSCVM.

A) Regulación Legal

La Ley 1/2.000, 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil deroga expresamente en su Disp. Derog. 2ª. 5º. los artículos 17 y 18 de la LRCSCVM, relativos a la tramitación de la demanda ejecutiva.

Sin embargo, la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil deja intacta la redacción del artículo 16 de la citada LRCSCVM, que se remite al artículo 1.435 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1.881(4) en cuanto al límite cuantitativo para que la reclamación al asegurador pueda hacerse en juicio ejecutivo. No obstante, el citado artículo ha sido igualmente derogado de hecho por la Ley de Enjuiciamiento Civil de 2.000, cuyo artículo 520 no incluye el título del artículo 10 LRCSCVM entre aquellos para los que fija en 50.000 pesetas su importe mínimo para que pueda despacharse ejecución.

Igualmente, y aunque no han sido expresamente derogados, los artículos 11 a 15 - el artículo 13 ya lo estaba por la Ley 21/1.990, 19 de diciembre - se verán sin duda postergados tanto por su desuso como por haberse incluido su contenido en la regulación de la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil.

Considero que la promulgación de la citada Ley 1/2.000 hubiera sido un momento inmejorable para haber unificado en dicha norma toda la regulación legal vigente en relación con el auto de cuantía máxima, para lo cual hubiera bastado, por todo lo hasta ahora expuesto, con haber trasvasado el contenido de los artículos 9, 10 y 19, pár. 1º. al capítulo de la Ley 1/2.000 dedicado a la ejecución de títulos judiciales; no en vano, el del artículo 10 LRCSCVM es un título ejecutivo especial, y como tal se regula, aunque de modo parcial, en el artículo 517, 2. 8º. de nuestra nueva Ley de Enjuiciamiento Civil. Posiblemente, el hecho de que el citado título ejecutivo se dicte en el orden penal disuadió al legislador de incluir su completa regulación legal en una norma de carácter civil.

B) Redacción de la demanda ejecutiva 

El artículo 549 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 2.000 estructura la regulación del contenido que ha de reunir una demanda de ejecución tomando como supuesto base uno del que, si bien es predicable tal carácter general desde una perspectiva meramente conceptual, no lo es desde una visión práctica o estadística, cual es que el órgano judicial que haya de conocer de la ejecución sea cualquiera otro distinto al que dictó el título en virtud del cual se solicita el despacho de aquélla, supuesto para el cual el párrafo primero del artículo 549 exige una serie de requisitos formales que habrá de cumplir necesariamente la demanda.

Como indicamos antes, la práctica procesal nos muestra cómo en la mayoría de los casos (sentencias, tasaciones de costas, liquidaciones de intereses, etc...) se solicita el despacho de ejecución al mismo órgano que ha dictado previamente el título ejecutivo. Pues bien, los requisitos para tan frecuente demanda ejecutiva se reducen casi al mínimo en función de la "excepción" regulada en el párrafo segundo del precepto antes citado de la Ley 1/2.000.

En el caso que nos ocupa - título ejecutivo del artículo LRCSCVM -, sería de aplicación sin embargo el supuesto base regulado en el párrafo primero del artículo 549 L.E.C., por cuanto el órgano autor del título y el que haya de despachar la ejecución del mismo debieran en principio ser diversos, puesto que lo primero es labor de un juzgado de instrucción - jurisdicción penal - y lo segundo de un juzgado de primera instancia - jurisdicción civil -.

No obstante, lo anterior es sólo a priori; así, por ejemplo, ¿qué ocurriría en una jurisdicción en que todos los juzgados tuviesen carácter mixto civil-penal?. Nada impediría que el mismo órgano que dictó el auto, realizando funciones de juzgado de instrucción, pudiese posteriormente despachar la ejecución en su vertiente de juzgado de primera instancia; pese a ello, la falta de certeza del ejecutante al tiempo de elaborar su demanda acerca de si el preceptivo reparto por parte del Juzgado Decano adjudicará o no el conocimiento de los oportunos autos de ejecución de título judicial al mismo juzgado que dictó el auto de cuantía máxima, obliga a que dicha demanda haya de formularse con los requisitos exigidos en el párrafo primero del artículo 549 L.E.C.

Ahora bien, en el caso de que nos encontremos en un partido judicial con un solo juzgado de carácter mixto de instrucción y primera instancia - supuesto bastante frecuente en muchas zonas de nuestro país aunque muy lejos del pensamiento del legislador, que de hacerse hueso y carne y ostentar nombre y apellidos residiría sin duda en Madrid -, nada impediría que la demanda ejecutiva se formulase como una mera solicitud de que se despache la ejecución, limitándose por demás a identificar el auto de cuantía máxima cuya ejecución se pretende (art. 549 2 L.E.C.).

C) Naturaleza

El auto de cuantía máxima es en principio, qué duda cabe, un título de carácter judicial(5), pero no una resolución judicial de condena, por lo cual surge la duda de si debe estar sometido al tratamiento procesal que la L.E.C. de 2.000 establece para los títulos judiciales o para los extrajudiciales(6), con los consiguientes problemas de aplicación normativa que se generan en diversas cuestiones de gran importancia práctica de entre las que vamos a examinar dos muy concretas:



1ª. Competencia Objetiva y Territorial

La competencia objetiva es clara en esta materia, y corresponde a los juzgados de primera instancia (art. 45 L.E.C.); la que no lo es tanto es la territorial debido a las ya referidas a dudas que plantea la naturaleza del título del artículo 10 LRCSCVM.

Si se aplica a los presentes efectos la regulación establecida para los títulos judiciales, tal competencia correspondería a juzgado de primera instancia de la misma demarcación del órgano que dictó en su día el auto de cuantía máxima.

En otro caso, habrá de estarse a lo dispuesto en el artículo 545,3 L.E.C. que, además de determinar la competencia del juzgado del lugar de cumplimiento de la obligación, o donde puedan encontrarse bienes del ejecutado, remite a los criterios generales de los artículos 50 y 51 de la misma Norma Legal, que fijan como competente al juzgado del domicilio del demandado o donde tenga éste abierto establecimiento al público.

Finalmente, y si se acude con carácter supletorio a las normas generales sobre competencia (art. 545.2 L.E.C.), el tribunal competente sería el juzgado que conoció el asunto en primera instancia, lo cual nos llevaría al absurdo de atribuir a los juzgados de instrucción la ejecución de sus propios autos de cuantía máxima.

Como conclusión, entendemos que debe interpretarse la legislación vigente en esta materia en el sentido de que será competente territorialmente el juzgado de primera instancia del lugar en que se haya dictado el auto, con la salvedad de las demandas dirigidas contra el Consorcio de Compensación de Seguros, supuesto este último en que el fuero territorial para interponer la demanda ejecutiva será el previsto en el artículo 15 de la Ley 52/97, 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas, como regla especial frente a la general del artículo 545 L.E.C., es decir, el de la capital de la provincia correspondiente al lugar donde haya ocurrido el accidente, y ello tanto si el Consorcio resulta demandado único como si lo es conjuntamente con otros sujetos particulares, dada la naturaleza pública de dicho organismo.




2ª. Plazo de Prescripción

El artículo 518 L.E.C. establece en cinco años el plazo de caducidad para la demanda ejecutiva fundada en "sentencia" o en "resolución judicial que apruebe una transacción judicial o un acuerdo alcanzado en el proceso o en resolución arbitral". Dado que dicho precepto habla sólo de "sentencias", debiendo por tanto considerarse excluido el auto de cuantía máxima, y dado también que no se establece en nuestra nueva Ley de Enjuiciamiento Civil un régimen de prescripción o de caducidad particular para la ejecución de los títulos ejecutivos no judiciales - como por otro lado es normal en la norma procesal civil por excelencia -, el auto de cuantía máxima continúa rigiéndose en este punto por el régimen preceptivo atinente a su objeto, es decir, sigue sujeto al plazo de prescripción de un año del artículo 1968,2 del Código Civil y del artículo 6, pár. 2º. de la Ley de Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, plazo que habrá de contarse desde la notificación al interesado del auto ejecutivo. El criterio de nuestras audiencias provinciales viene siendo unánime en tal sentido.



D) Causas de Oposición y Consignación



En relación con el tema enunciado, vamos a dividir nuestra exposición en tres aspectos diferenciados:



1.- Causas de Oposición al despacho de la ejecución

Para la ejecución del auto de cuantía máxima, el legislador prevé, además de las causas generales de oposición del ejecutado al despacho de títulos judiciales reguladas en el número primero del artículo 556 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, otras específicas para este título, que vienen a coincidir con las causas de exoneración o minoración de la responsabilidad del conductor o, en su caso, propietario del vehículo para el caso de daños corporales, previstas en el artículo 1 LRCSCVM, y a las que aludía también, aunque de modo genérico y confuso, el ya derogado artículo 18 de la misma Norma legal; esto es, la culpa exclusiva de la víctima, la fuerza mayor extraña a la circulación o al funcionamiento del vehículo y la concurrencia de culpas(7).

Por contra, no queda claro si serían o no aplicables al caso las restantes causas de oposición previstas en la Ley de Enjuiciamiento Civil; en el supuesto de aceptarse tal posibilidad, el ejecutado podría valerse también de cualquier otro motivo procesal (art. 559 L.E.C.) o de fondo(8) de los previstos en el citado Texto Legal, sometiéndose en cualquier caso a las especialidades de tramitación previstas en el mismo, que obligan a resolver primero las cuestiones de índole procesal y, tras solventarse aquéllas, y en otra resolución diferente, las de fondo.

Ahora bien, los tres motivos de oposición recogidos en el artículo 556,3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil sólo resultan aplicables en materia de resultados lesivos personales, y ello por cuanto no podrá despacharse ejecución, por falta de cabida en el ámbito sumario del juicio ejecutivo, cuando en el auto ejecutivo se contemplen daños materiales a favor del perjudicado o la víctima, y ello por cuanto para la indemnización de los daños materiales se exige la demostración por el ejecutante de la responsabilidad del agente asegurado por la ejecutada, en concordancia con lo establecido en los artículos 1.902 y ss. del Código Civil, al no aplicarse en cuestión de daños materiales la inversión de la carga de la prueba, debiendo justificarse que la conducta del dañador ha sido negligente, a diferencia de los daños personales, cuya exoneración pone énfasis en que la conducta de la víctima sea culposa, pero correspondiendo la prueba al ejecutado.

Por tanto, deberá denegarse por el juzgador actuante el despacho de la ejecución del auto ejecutivo dictado por daños exclusivamente materiales causados al perjudicado, incluso los cubiertos por el Seguro Obligatorio de Automóviles; en el supuesto de referirse el auto tanto a daños materiales como personales, habrá de ordenarse el despacho de la ejecución solicitada sólo por los daños personales, con exclusión de los materiales.

Caso de que, con infracción de la regla precedente, se procediese indebidamente al despacho de la ejecución, podría ser alegado tal por el ejecutado como defecto procesal extrínseco que comportaría que el juez civil hubiera de dictar auto dejando sin efecto la ejecución despachada, conforme a lo dispuesto en el artículo 559.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

En virtud de lo anterior, derogado el artículo 18 LRCSCVM y reconducidas las causas de oposición a las previstas en el artículo 556 L.E.C., el artículo 1. 1. 3º. LRCSCVM(9) carecería de aplicación alguna en sede de juicio ejecutivo, debiendo sustanciarse todas las reclamaciones por daños materiales ocasionados en siniestros derivados de hechos de la circulación por el juicio declarativo que se corresponda con la cuantía reclamada (arts. 249 y 250 L.E.C.). Ahora bien, ejercitada la acción ejecutiva por los daños personales, quedaría en suspenso la declarativa hasta tanto no se resuelva aquélla con base en el principio de prejudicialidad civil entre el juicio ejecutivo y el declarativo.

Finalmente, la Ley 1/2.000 no prevé la posibilidad de la ejecución del auto contra distintos demandados. El hecho de que el incidente de oposición no finalice con sentencia, sino por medio de auto, nos lleva a pensar que podrían en principio existir tantos incidentes de oposición como partes se hubieran opuesto al ejecutivo, debiendo tramitarse y resolverse los mismos de manera independiente o, por lo menos, en resoluciones independientes cuando los motivos de oposición alegados fueran distintos para cada uno de los oponentes y se hubiesen planteado en momentos distintos.

2.- Consignación y Condena en Costas 

Según se regula en el en los arts. 548 y ss. de la L.E.C., la ejecución se despachará mediante auto que no será susceptible de recurso alguno y que deberá contener las actuaciones ejecutivas que proceda acordarse, incluido, si fuera posible, el embargo de bienes concretos.


No obstante, y como ya se anticipara anteriormente, la citada oposición, cuando la ejecución se haya despachado en virtud del auto a que se refiere el número 8 del apartado 2 del artículo 517 L.E.C., suspende la ejecución sin que, lógicamente, se exija consignación o caución alguna - como sí vimos que ocurría en relación con la ejecución provisional de resoluciones judiciales no firmes - por parte del ejecutado para adoptarse dicha medida, por cuanto continuarían trabados los embargos antes referidos.


En cualquier caso, la posibilidad de consignación, con o sin ofrecimiento, por parte del ejecutado que haya alegado una causa legal de oposición, para enervar los intereses moratorios del artículo 20 L.C.S., constituiría en verdad un supuesto absolutamente residual, puesto que la experiencia diaria nos demuestra la práctica imposibilidad de que en el plazo de tres meses fijado por dicho precepto haya podido tramitarse y concluir un procedimiento penal, más o menos extenso, dictarse el auto de cuantía máxima y despacharse la ejecución solicitada.


Por otro lado, siempre habría que poner lo anterior en relación con la posibilidad del ejecutado de alegar como causa de oposición la "concurrencia de culpas", en cuyo caso podría limitarse a consignar, en su caso, el importe proporcional a la parte de culpa en la producción del siniestro atribuible a su asegurado, más la cantidad correspondiente que se prevea para hacer frente a los intereses que, en su caso, puedan devengarse durante la ejecución (art. 575 L.E.C.); mas no así la correspondiente a las costas de la ejecución, puesto que de apreciarse la excepción de "concurrencia de culpas", no procedería imponer las costas a ninguna de las partes de la ejecución, tema éste de particular interés por cuanto la inmensa mayor parte de la doctrina y jurisprudencia que se han pronunciado al respecto concluye que en los juicios derivados del auto ejecutivo del automóvil será preceptiva la representación de Procurador y defensa de Letrado, y ello con independencia de la cuantía de la reclamación, a diferencia del proceso de declaración en que, como sabemos, no se exige hasta las 150.000 pesetas.


Tan unánime pronunciamiento se sustenta en que, si bien el artículo 539.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que prevé el carácter preceptivo de la intervención de abogado y procurador en el procedimiento ejecutivo, aclara que esa intervención no será obligatoria cuando se trate de la ejecución de resoluciones dictadas en procesos en que no sea preceptiva la intervención de dichos profesionales, es más que dudoso que el auto del art. 10 LRCSCVM pueda considerarse una resolución judicial a los presentes efectos, por lo cual la citada intervención parece preceptiva, aunque seguramente debería haberse seguido el criterio de la cuantía establecido para los juicios declarativos en los artículos 23.2, 1º y 31.2, 1º L.E.C.

E) Incidencia en el Auto Ejecutivo con cargo al SOA de la STC 181/00, de 29 de junio.

Antes de efectuar unas breves reflexiones al respecto, estimo oportuno recordar que la referida resolución declara la inconstitucionalidad relativa del subapartado primero del apartado B de la tabla V(10) del Baremo incluido en el "Sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación" recogido en el Anexo incorporado a la Ley sobre Responsabilidad Civil y seguro en la Circulación de Vehículos a Motor por la Disposición Adicional 8ª.3 de la Ley 30/95, 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados.

En concreto, la STC 181/00 declara la inconstitucionalidad de cualquier interpretación del citado precepto que conlleve impedir el íntegro resarcimiento de los perjuicios económicos ocasionados, cuando éstos se deriven de lesiones temporales padecidas en accidentes de circulación en que haya mediado "culpa relevante".

Por otra parte, tanto el artículo 6 de la Ley de Responsabilidad Civil y Seguro la Circulación de Vehículos a Motor, como el artículo 517.8 de nuestra nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, refieren los distintos presupuestos necesarios para que un procedimiento penal pueda finalizar con auto de cuantía máxima. En concreto, dicho título se dictará en casos de rebeldía del acusado o sentencia absolutoria, o en aquellos supuestos en que el procedimiento penal haya finalizado mediante auto que ponga fin al mismo, provisional o definitivamente, sin declaración de responsabilidad; y ello siempre que el perjudicado no hubiere renunciado previamente a la acción civil ni la hubiere reservado para ejercitarla separadamente.

Pues bien, la previamente referida declaración de inconstitucionalidad relativa del precepto legal indicado, y sobre todo la introducción ex novo en la resolución del Tribunal Constitucional del concepto de "culpa relevante", genera una situación diferente según que nos encontremos ante uno u otro de los dos presupuestos fijados para que el procedimiento penal finalice dictándose el oportuno auto de cuantía máxima.

a) En aquellos supuestos en que, tras celebrarse juicio penal, se dicte sentencia absolutoria, la obligación de indemnizar sólo puede sustentarse sobre la base de la responsabilidad civil objetiva o por riesgo, encontrándonos en principio ante un caso "sin culpa" y siendo por tanto plenamente vinculante el Baremo de la Ley 30/95; en consecuencia, dicho Baremo habrá de ser objeto de aplicación estricta por el juzgador actuante a la hora de dictar el preceptivo auto de cuantía máxima, pues en otro caso se daría la incongruencia de que, habiendo recaído previamente una sentencia absolutoria, se dictase un título ejecutivo que admitiese implícitamente la existencia de "culpa relevante" en el siniestro.

b) Cuando el procedimiento penal haya finalizado por declararse la rebeldía del acusado o acordarse el archivo de las actuaciones por no ser constitutivas de infracción penal, supuesto este último que se da siempre que las lesiones sufridas por el perjudicado no hayan precisado tratamiento médico, el juzgador actuante podría en principio dictar un auto de cuantía máxima, resolución judicial que no lo olvidemos se debe motivar y es irrecurrible, prescindiendo del carácter vinculante del baremo en el precepto declarado inconstitucional, si bien ello supondría, a mi humilde criterio, que se estaría prejuzgando el litigio al partirse de la concurrencia de "culpa relevante" en el siniestro en cuestión.


Fdo.: Martín P. Gómez de la Rosa Aranda.

          Letrado del Iltre. Colegio de Abogados de Córdoba



            Coleg. núm. 2.965. 
(1) Dicho depósito puede sustituirse por aval solidario de duración indefinida a primer requerimiento, o cualquier otro medio que garantice, a juicio del tribunal, la inmediata disponibilidad de la cantidad en cuestión por parte del perjudicado.


(2) Dicha consignación se regula como medio subsidiario de pago ante una negativa del acreedor a recibir la cantidad adeudada, requiriéndose un previo ofrecimiento de pago para entenderse bien hecha la consignación.


(3) Sería objeto de otro debate la justificación de las causas por las que se agravan sobremanera los intereses de demora a abonar por las aseguradoras en materia de accidentes de tráfico.





(4) Dicho precepto establecía en 50.000 pesetas la cantidad mínima para despachar ejecución.


(5) Como tal se incluye en el artículo 556,3 L.E.C., que se ocupa de las causas de oposición del ejecutado frente a este tipo de títulos.


(6) El régimen de ejecución del presente título se asimila en ocasiones al de los no judiciales; así, por ejemplo, la oposición frente a la ejecución despachada, sea por las causas generales del artículo 556,1 o por las específicas de este auto, suspenderá aquélla.








(7) La oposición al despacho de ejecución del auto de cuantía máxima, a diferencia de los demás supuestos de oposición relativos a títulos judiciales, suspenderá el curso de la ejecución. 








(8) Sin ir más lejos, los regulados en el artículo 557 L.E.C. para los títulos no judiciales ni arbitrales. 


(9) En el caso de daños en los bienes, el conductor responderá frente a terceros cuando resulte civilmente responsable según lo establecido en los artículos 1.902 y siguientes del Código Civil, artículo 19 del Código Penal y lo dispuesto en esta Ley.





Si concurrieren la negligencia del conductor y la del perjudicado, se procederá a la equitativa moderación de la responsabilidad y al repartimiento en la cuantía de la indemnización, atendida la entidad respectiva de las culpas concurrentes (...).


(10) Dicho precepto legal regula el factor de corrección por perjuicios económicos en las indemnizaciones por incapacidad temporal.








1
32

